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1. Introducción
El presente trabajo se propone estudiar la definición del problema del cuidado entendido en clave de género y su ingreso en la agenda gubernamental como tal, a partir de la creación de tres dependencias del Poder Ejecutivo Nacional: el Ministerio de las Mujeres, Género y Diversidad; la Dirección Nacional de Economía, Género e Igualdad (Ministerio de Economía); y la Dirección Nacional de Cuidados Integrales (Ministerio de Desarrollo Social), con la asunción del presidente Alberto Fernández en Argentina a partir de diciembre de 2019.[footnoteRef:1] [1:  Cabe aclarar que este trabajo se ubica en un contexto pre-pandémico; es decir, la revisión realizada alude al contexto previo al desarrollo de la pandemia mundial de COVID-19, aún vigente. Sin negar la importancia de este proceso, sino, por el contrario, poniéndola de relieve, es que aquí se ha decidido situar temporalmente el análisis en un momento previo, dada la complejidad y la dinamicidad del escenario en términos epidemiológicos, como también de políticas públicas que buscan dar respuestas a diversas dimensiones y poblaciones en las que la pandemia impacta de manera diferencial.] 

Desde una perspectiva del análisis de políticas públicas y en base a estudios feministas sobre cuidado en Argentina, se han consultado documentos oficiales (decretos, leyes, resoluciones, documentos elaborados por Ministerios Nacionales), así como también notas periodísticas de entrevistas a las funcionarias a cargo de las dependencias analizadas y sitios web oficiales de los Ministerios de referencia. 
En una primera parte, se repasan algunos conceptos de relevancia desde la perspectiva del análisis de políticas públicas. Luego, se analizan las características que el cuidado ha asumido como cuestión, destacando algunos antecedentes. En tercer lugar, se intenta dar cuenta de ciertos sesgos positivos y negativos que incidieron en el ingreso a la agenda política del cuidado entendido en clave feminista. En el cuarto apartado, se destacan algunos elementos acerca de las formas que asume la cuestión al convertirse en políticas públicas. En un último apartado, se realizan algunos señalamientos respecto de cómo interviene lo discursivo. Finalmente, se presentan algunas reflexiones a modo de cierre.
2. Algunos conceptos centrales para el análisis
En este apartado se repasan algunos de los conceptos que subyacen al posterior análisis. Dentro de los estudios de análisis de políticas públicas, uno de los conceptos centrales es, justamente, el de políticas públicas. Diversos autores han realizado aportes teóricos en relación con este concepto. Aquí, en relación con el objetivo propuesto, se destaca, por un lado, la ya clásica definición de Oszlak y O´Donnell (1981): 
…un conjunto de acciones y omisiones que manifiestan una determinada modalidad de intervención del estado en relación con una cuestión que concita la atención, interés o movilización de otros actores en la sociedad civil. De dicha intervención puede inferirse una cierta direccionalidad, una determinada orientación normativa, que previsiblemente afectará el futuro curso del proceso social hasta entonces desarrollado en torno a la cuestión. (pp. 112, 113)
En este sentido, los autores conciben al Estado como un ente complejo, compuesto por diferentes agencias con diferentes niveles de autonomía, que con frecuencia entran en conflicto entre sí, por lo que la toma de posición del Estado no es unívoca, homogénea ni permanente y asume un carácter negociado o conflictivo; así, hablan de una toma de posición predominante del Estado en un momento histórico determinado (Oszlak y O´Donnell, 1981).
Por otro lado, para complementar esta definición también se retoma a Vilas (2011), que define las políticas públicas como el “…conjunto de acciones de gobierno ejecutadas para alcanzar los fines hacia los que se orienta el ejercicio del poder político” (p. 39). Este autor discute con las concepciones que diferencian y separan “la política” de “las políticas”, siendo la primera la que alude a las luchas por el ejercicio del poder y el modo de ejercerlo, y las segundas, las acciones de gobierno que se desarrollan en los distintos campos o sectores de la gestión pública, lo que en la literatura anglosajona se denominan “politics” y “policies”, respectivamente (Vilas, 2011: 40). Pero el autor sostiene que: “Toda política (entendida como policy) forma parte de un conjunto de concepciones, decisiones de mayor alcance que expresan los intereses, fines y percepciones que orientan la gestión gubernamental” (p. 42). De manera que, si bien la distinción analítica entre política y políticas públicas puede ser válida hasta cierto punto, no pueden diferenciarse como esferas totalmente separadas, en la medida en que toda política pública siempre responde a una cierta concepción política y nunca puede entenderse como meramente “técnica”. En esta definición, hay un mayor énfasis en la direccionalidad política de toda política pública, por ello es también retomada aquí.
Otra de las nociones que resulta central es la de ciclo de las políticas públicas. Numerosos autores han realizado aportes en torno de esta noción y, aun con las críticas que puedan realizarse, sigue siendo de utilidad a los fines analíticos. Como parte del ciclo, pueden identificarse diferentes momentos o fases, que no son lineales ni necesariamente secuenciales, pero que pueden diferenciarse analíticamente. Si bien hay variantes, a grandes rasgos, pueden señalarse los siguientes momentos: identificación y definición del problema, formulación de alternativas de solución, adopción de una alternativa, implementación de la alternativa seleccionada y evaluación de los resultados obtenidos. (Tamayo Sáez, 1997) 
En este trabajo, el foco estará en uno de los primeros momentos del ciclo, el meso-análisis, esto es, el análisis que pone el foco en la relación entre la definición del problema, el establecimiento de la agenda y la formulación de políticas públicas (Parsons, 2007), para analizar la creación de tres dependencias dentro del gabinete del poder ejecutivo nacional en funciones: el Ministerio de las Mujeres, Género y Diversidad (en adelante, MMGYD), la Dirección Nacional de Economía, Género e Igualdad (en adelante, DNEIG) del Ministerio de Economía, y la Dirección Nacional de Cuidados Integrales (en adelante, DNCI) del Ministerio de Desarrollo Social (en adelante, MDS), en la medida en que estas dependencias se proponen abordar la organización social del cuidado, entendida como el modo en que familias, Estado, mercado y organizaciones comunitarias producen y distribuyen cuidado. (Faur, 2014) 
3. Definiendo el problema: La cuestión del cuidado ¿en clave de género?
En cuanto al momento de definición del problema, cabe destacar el carácter eminentemente político de esta fase, por cuanto el problema es una construcción social, es decir que no está definido objetivamente, sino que se define en función de la interacción, la organización, la movilización de diferentes actores sociales, con intereses y valores también diferentes (Parsons, 2007; Subirats, 1989; Tamayo Sáez, 1997). La noción de cuestión socialmente problematizada que utilizan Oszlak y O´Donnell (1981) alude a eso mismo. 
Dentro del momento de la definición del problema, resulta importante considerar la información disponible, el modo en que se produce y el acceso a la misma (Tamayo Sáez, 1997). En relación con el caso estudiado, esto cobra particular relevancia, ya que existe cierto déficit en torno de la información. Al respecto, las estadísticas oficiales que se han generado sobre el tema son bastante limitadas, destacando la encuesta sobre trabajo no remunerado y uso del tiempo, que se realizó desde el INDEC en el año 2013, cuyos resultados han mostrado que las mujeres dedican más horas que los varones a las tareas de cuidado y que el quintil más empobrecido dedica más horas a este tipo de trabajos que el quintil de mayores ingresos, entre otras cosas.[footnoteRef:2] Al respecto, cabe destacar que, a fines de 2019, se aprobó la ley N°27.532/2019, que establece la inclusión en el Sistema Estadístico Nacional a la Encuesta Nacional del Uso del Tiempo como módulo de la Encuesta Permanente de Hogares, lo que permitirá contar con mayor información oficial sobre el problema. Además, la DNEIG del Ministerio de Economía también se propone aportar en este sentido, de acuerdo a las funciones asignadas.[footnoteRef:3] Sin embargo, más allá de los déficits que puedan señalarse en términos de estadísticas oficiales, cabe destacar que, de manera creciente en las primeras décadas del siglo XXI, este tema ha ido cobrando mayor relevancia en el país y diversas investigaciones han generado información valiosa al respecto. Así, el sistema científico-tecnológico nacional ha realizado un gran aporte, a través del apoyo a investigaciones para la producción de información sobre el tema y su análisis crítico. Asimismo, es importante señalar el impulso desde los feminismos para la concreción de tales iniciativas; es decir, el importante rol que han desempeñado los movimientos feministas de la región, que han llevado a problematizar, entre otras cosas, la producción de información, qué instituciones las producen, cómo, con qué supuestos y con qué fines, así como la necesidad de asumir la tarea de producir información desde una perspectiva de género desde la academia, por ejemplo. [2:  Ministerio de Economía. (2020). Las brechas de género en la Argentina. Estado de situación y desafíos. Recuperado de https://www.argentina.gob.ar/noticias/la-direccion-de-economia-igualdad-y-genero-presento-el-informe-las-brechas-de-genero-en-la ]  [3:  Mercedes D´Alessandro asumió como directora nacional de Economía y Género (7 de enero de 2020). Ministerio de Economía de la Nación. Recuperado de https://www.argentina.gob.ar/noticias/mercedes-dalessandro-asumio-como-directora-nacional-de-economia-y-genero] 

Además de la información disponible, en el momento de la definición del problema resulta necesario identificar a los actores sociales que tienen intereses en relación con el mismo y reconstruir la forma en que lo conciben. Si bien el Estado puede considerarse como un actor entre otros, su toma de posición predominante en torno de una cuestión reviste particular interés, en la medida en que tienen respaldo normativo (como las leyes), así como respaldo coactivo, pero también por su repercusión más extensa en la sociedad en virtud de que así suelen considerarlo otros actores sociales, acotando, entonces, la definición del problema (que está en disputa) y, por ende, su resolución (Oszlak y O´Donnell, 1981, pp. 115, 116). 
A continuación, se plantean algunas cuestiones que pueden dar cuenta de ciertas tomas de posición del Estado al respecto (cristalizadas a través de determinadas políticas públicas), así como de otros actores sociales. La cuestión del cuidado de personas de ciertos grupos poblacionales no es nueva, ciertamente. Sin embargo, desde los movimientos feministas esta cuestión ha sido problematizada de un modo particular, haciendo hincapié en la desigual distribución de los trabajos de cuidados según género, siendo en su mayoría las mujeres e identidades feminizadas quienes asumen estos trabajos, tanto remunerados como no remunerados. Al respecto, pueden destacarse los debates planteados desde los feminismos en torno de la división sexual del trabajo y la doble (o triple) jornada laboral. 
Por su parte, las políticas públicas en relación con ello pueden diferenciarse según estén orientadas a proporcionar tiempo, dinero o servicios para cuidar (Ellingsaeter, 1999, citada en Faur, 2006). En este sentido, pueden señalarse algunas políticas a modo de antecedentes, haciendo foco en particular en el cuidado en la primera infancia. Para ello, retomamos principalmente a Faur (2014) y a Rodríguez Enríquez y Marzonetto (2015), quienes estudian la organización social del cuidado en la primera infancia en Argentina en las primeras décadas del siglo XXI, poniendo el foco tanto en los hogares y la organización del cuidado al interior de las familias, como en las políticas públicas de cuidado, atendiendo a la legislación laboral, a los servicios de cuidado y a ciertos programas nacionales que aluden al cuidado infantil.
En cuanto al tiempo para cuidar, pueden señalarse, principalmente, las llamadas políticas de conciliación familia-trabajo, que incluyen los regímenes de licencia de trabajadores en relación con los cuidados dentro del grupo familiar. Al respecto, se han señalado dos principales cuestiones como problemáticas: por una parte, estas políticas se concentran principalmente en el grupo de trabajadores formales, dejando por fuera a quienes desempeñan sus trabajos en el campo de la economía popular (o “informal”). Por otra parte, estas políticas suelen orientarse hacia un sujeto femenino (Faur, 2006), reforzando estereotipos de género relacionados con el “varón proveedor” y la “mujer madre”. Cabe destacar que, aun a pesar de los importantes avances en los últimos años en términos de derechos de familia, que permitieron ampliar derechos a la población LGTTBI, esto no ha tenido un correlato en la legislación laboral que, en general, conserva su carácter maternalista. (Faur, 2018)
En relación con el dinero para cuidar, pueden señalarse las pensiones por discapacidad, y otras políticas de transferencia de ingresos que contemplan especialmente a las familias con personas con discapacidad, y con niños, niñas y adolescentes (NNyA) a cargo, destacando el Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados y el Programa Familias por la Inclusión Social y la Asignación Universal por Hijo para Protección Social (AUHPS) (Faur, 2014). También pueden señalarse las asignaciones familiares, otorgadas a trabajadores y trabajadoras con hijos/as menores de 18 años a cargo, de acuerdo a la ley N° 24.714 del Régimen de Asignaciones Familiares. Cabe destacar al respecto la creación de la AUHPS, en el año 2009 por el decreto N° 1602, que modifica la citada ley y que ha significado un hito, por cuanto los y las trabajadores no formales habían accedido hasta ese entonces, en mayor medida, a programas de transferencia condicionada de ingresos, con una lógica de focalización y asistencia a los sectores más vulnerables, y no en clave de derecho a la protección social de las familias con niños y niñas. (Hintze y Costa, 2011) Al respecto, en una reciente entrevista a la ministra de MGYD, afirma: 
Respecto de los programas de transferencias condicionada, se implementaron varias políticas sociales que incidieron implícitamente en la esfera del cuidado y que significaron ingresos para mujeres que no los tenían por estar mayoritariamente a cargo de los cuidados. En líneas generales creemos que hay que explicitar lo máximo posible esa tarea, hacerla visible y pensar qué protección social diseñan los Estados para que cuidar no sea sinónimo de desprotección y precariedad. (Gómez Alcorta, 2020)[footnoteRef:4] [4:  Baron, C. (14 de febrero de 2020) En el centro de la escena. Página 12. Recuperado de https://www.pagina12.com.ar/247194-en-el-centro-de-la-escena] 

Si bien estas políticas, orientadas a los sectores más desprotegidos, han permitido ciertas mejoras en los niveles de ingresos de las familias con niños, niñas y adolescentes a cargo, desde una perspectiva de género, no han podido contribuir a reducir las desigualdades entre hombres y mujeres, y en algunos casos hasta las han profundizado, al basarse en supuestos maternalistas. (Faur, 2014)
En cuanto a los servicios de cuidado, pueden diferenciarse, en una primera instancia, según sean estatales, privados o comunitarios. En cuanto a los servicios estatales, la oferta es muy limitada, de manera que cobran relevancia los servicios privados de cuidados, los servicios en los lugares de trabajo de progenitores (que también tienen un nivel de cobertura muy bajo) y los servicios comunitarios (Rodríguez Enríquez y Marzonetto, 2015; Faur, 2014, 2017). En cuanto a los últimos, la directora de la DNCI del MDS, Carolina Brandáriz, comenta acerca de sus características particulares, relacionadas con la educación popular, el apoyo alimentario, así como también señala ciertas dificultades en relación con las instalaciones y las condiciones laborales de quienes cuidan; afirma: 
…hay que construir en base al piso existente y que el Estado garantice mejores condiciones de infraestructura de estos espacios y la profesionalización de sus trabajadoras. En los polos productivos y de la economía popular, buscamos que se constituyan áreas de cuidados que puedan garantizarles a lxs trabajadorxs la continuidad de la jornada laboral con la tranquilidad de saber que sus hijxs están bien cuidadxs. (Brandáriz, 2020)[footnoteRef:5] [5:  Sandá, R. (24 de enero de 2020) El cuidado ya es cuestión de política pública. Se creó la Dirección Nacional de Cuidados Integrales. Página 12. Recuperado de https://www.pagina12.com.ar/243226-el-cuidado-ya-es-cuestion-de-politica-publica-se-creo-la-dir] 

Investigaciones sobre los servicios de cuidado en Argentina señalan ciertas tensiones en torno del heterogéneo y fragmentado universo de los servicios de cuidado infantil, diferenciándose por su pretensión universalista o asistencialista (Rodríguez Enríquez y Marzonetto, 2015), su orientación predominante, pedagógica o asistencial (Faur, 2014, 2017), las características de quienes trabajan en estos servicios, fuertemente feminizadas, pero muy diferenciadas según el nivel de profesionalización y las condiciones laborales, por señalar los principales ejes.
En estos antecedentes de políticas públicas que abordan la cuestión del cuidado (sea en términos de tiempo, dinero o servicios para cuidar), la perspectiva de género ha estado mayormente ausente, en la medida en que estas políticas poco han problematizado o han buscado modificar la desigual distribución entre los géneros de las tareas de cuidado, una de las demandas de los movimientos feministas, que también ponen de relieve las funcionarias. 
4. El cuidado en la agenda política
En este apartado, interesa destacar ciertas características específicas que asume la cuestión del cuidado en la agenda política actual, mostrando ciertas diferencias con concepciones de políticas de cuidado previas, al asumir una perspectiva de género.
Con la creación del MMGYD y de las dos direcciones nacionales en los Ministerios de Economía y Desarrollo Social (la DNEIG y la DNCI, respectivamente) dentro del gabinete nacional, podría afirmarse que la cuestión del cuidado en clave de género ha logrado pasar de ser un tema o cuestión de relevancia pública a formar parte del programa o agenda de actuación de los poderes públicos (Subirats, 1989); o, utilizando otros términos, de la agenda sistémica a la agenda institucional o política (Tamayo Sáez, 1997). Entendiendo la agenda sistémica como el “conjunto de problemas que preocupan a una sociedad en un momento determinado” (Tamayo Sáez, 197, p. 289), puede decirse que el problema de la distribución desigual de las tareas de cuidado según géneros forma parte de esta agenda desde hace décadas en los movimientos feministas, aunque en los últimos años ha cobrado mayor visibilidad en nuestro país, con la mayor visibilidad que han cobrado los movimientos feministas en general, en relación con el movimiento Ni Una Menos y su masiva movilización en junio de 2015, los paros internacionales de mujeres el 8 de marzo desde el año 2017 (que fue el primer paro de mujeres que se realizó en nuestro país), el debate parlamentario sobre el proyecto de ley de interrupción legal del embarazo, en el año 2018, por mencionar los más resonantes. Al respecto, la ministra Gómez Alcorta señala: 
Desde hace décadas que los feminismos vienen reclamando incorporar este tema en la agenda de políticas públicas porque mientras el tema continúa invisibilizado son las mujeres las que asumen la responsabilidad de ese cuidado y esto impacta en sus tiempos, sus gastos y en su autonomía económica. El tema del cuidado estuvo presente en las distintas marchas feministas y son varias las legisladoras y legisladores que presentaron proyectos de ley sobre el tema en la última década, cada uno con aportes valiosos. (Gómez Alcorta, 2020)[footnoteRef:6]  [6:  Baron, C. (14 de febrero de 2020) En el centro de la escena. Página 12. Recuperado de https://www.pagina12.com.ar/247194-en-el-centro-de-la-escena] 

Con la actual pandemia del COVID-19, la cuestión del cuidado, en particular, ha cobrado mayor visibilidad y relevancia, aunque no profundizaremos en ello aquí, de acuerdo a los objetivos que nos hemos propuesto.
Para analizar el modo en que un problema de la agenda sistémica accede a la agenda gubernamental, pueden identificarse sesgos negativos y positivos que inciden en ello (Tamayo Sáez, 1997). En cuanto a los sesgos negativos, pueden mencionarse la capacidad de presión de grupos poderosos, así como los sesgos culturales. Para el caso que aquí se estudia, podría decirse, en cuanto a estos sesgos negativos, que el sexismo o las jerarquías sexo-genéricas (los patrones institucionalizados de valor cultural que privilegian lo masculino y devalúan lo femenino) operan desde lo cultural y desde la capacidad de presión de grupos poderosos que defienden el status quo. (Lamas, 2002)
Pero también hay otros sesgos negativos, como el peso de la tradición, que refiere a la tendencia a incluir en la agenda problemas ya conocidos, en detrimento de los nuevos problemas. Si bien no puede decirse que el problema estudiado sea nuevo, resulta bastante novedoso de abordar desde la gestión pública en países latinoamericanos, teniendo en cuenta que sólo Uruguay cuenta con un Sistema Nacional Integrado de Cuidados, creado en 2015. 
Un tercer sesgo negativo es la influencia de las actitudes y valores de los/as decisores/as políticos, que tiene mayor peso cuanto más desconocido sea el problema y/o cuanto más disenso exista en torno de él, cobrando en este punto preeminencia los argumentos ideológicos, antes que los que se basan en elementos científicos (Tamayo Sáez, 1997). Ciertamente, si bien se pueden señalar numerosos y diversos derechos conquistados por y para las mujeres y otras identidades de género, la perspectiva feminista no es hegemónica y, en este sentido, los disensos son frecuentes, como se ha puesto de relieve, por ejemplo, en el marco del debate parlamentario sobre el proyecto de ley de interrupción voluntaria del embarazo en 2018, así como con el protocolo de interrupción legal del embarazo en 2019. La cuestión del cuidado no es ajena a estos disensos, en particular en relación con el cuidado infantil, toda vez que, como se ha mencionado anteriormente, se identifica el carácter familiarista y, particularmente, maternalista de ciertas políticas, haciendo énfasis en la figura de la madre como responsable principal del cuidado de niños y niñas, así como también la naturalización de la feminización de trabajos de cuidado no remunerados, que los movimientos feministas problematizan y se ponen en cuestión. 
Estos sesgos negativos han influido limitando el acceso a la agenda institucional del problema de la distribución desigual de las tareas de cuidado según géneros. 
Sin embargo, también existen sesgos positivos, que favorecen el ingreso de problemas de la agenda sistémica a la agenda institucional. Uno de ellos es el rol de los medios masivos de comunicación. En relación con los movimientos feministas, en los últimos años en Argentina ha aumentado la cobertura mediática de diferentes eventos en los que los feminismos han tenido un rol preponderante (como los últimos Encuentros Nacionales de Mujeres, las movilizaciones de los 8 de marzo, las manifestaciones en torno del debate parlamentario sobre la interrupción voluntaria del embarazo, el movimiento Ni Una Menos), y además, más allá de la cobertura mediática, se han multiplicado los espacios en estos medios para hablar de demandas de los feminismos, incluso dando espacio a referentes de los movimientos. De todas maneras, es importante matizar este hecho, teniendo en cuenta que muchas veces es posible encontrarse, también, con perspectivas patriarcales, sexistas, machistas, misóginas, que buscan desacreditar las demandas de los movimientos feministas, tanto explícita como implícitamente. Al respecto, diversos autores sostienen puntos de vista divergentes acerca de si los medios de comunicación permiten visualizar los problemas y hacerlos accesibles al público, o bien, los tergiversan y manipulan, como señala Parsons (2007). Aun así, el propio hecho de que se pongan en escena estos movimientos en los medios masivos (y no sólo en los alternativos) les dan una visibilidad mucho mayor. 
Otro de los sesgos positivos es el de la competencia política, donde los procesos electorales revisten gran interés en tanto constituyen momentos de cambio en la agenda institucional. Esto es claro en el caso estudiado: por un lado, algunas de las consignas y demandas feministas fueron tomadas en la campaña electoral de 2019 por distintos candidatos/as, e incluso referentes de movimientos feministas fueron ellas mismas candidatas, como Dora Barrancos; por otro lado, al asumir las funciones, desde el poder ejecutivo nacional se crea el MMGYD, y dentro de otros ministerios nacionales se crean nuevas Direcciones Nacionales dentro de las estructuras orgánico-funcionales, relacionadas con la perspectiva de género y el cuidado. En este punto, también se puede retomar a Vilas (2011), quien señala que ciertas alternativas en algunos momentos tienen dificultades para transformarse en políticas públicas no necesariamente porque sean débiles o inconsistentes desde un punto de vista técnico, sino por su incapacidad para movilizar voluntades políticas. Esta situación puede verse modificada al modificarse el escenario político y, por ende, la relación de fuerzas entre los actores de la política. Podría decirse, entonces, que, de acuerdo a los comentarios realizados sobre los sesgos positivos, los movimientos feministas han logrado movilizar voluntades políticas y, con el cambio de gestión, introducir ciertos problemas en la agenda institucional.
Un tercer sesgo positivo está vinculado a los deseos de crecer de las organizaciones públicas, en tanto las agencias públicas ya existentes buscan asegurar su supervivencia y crecer en base a la solución de problemas (Tamayo Sáez, 1997). Difícilmente pueda aplicarse a los casos aquí estudiados, ya que se trata de dependencias nuevas, aunque el Consejo Nacional de Mujeres, creado en 1992, transformado en 2017 en Instituto Nacional de las Mujeres, como organismo descentralizado del MDS, puede tomarse como la agencia pública que ha crecido para convertirse en el MMGYD. 
5. Del problema de agenda a la formulación de políticas 
Una vez ingresada la cuestión en la agenda política del gobierno, pueden analizarse algunas de las formas en que se concretan como políticas estatales. En virtud de ello, aquí se realizan algunos comentarios en relación, por un lado, con el presupuesto asignado al MMGYD y, por otro, con ciertas características que asume tal ministerio, así como la DNCI dentro de la estructura orgánico-funcional del MDS.
Una posible forma de medir la agenda política es a través de un análisis de presupuesto, en tanto este instrumento de política puede ser útil para indicar los temas que componen la agenda, así como el orden de prioridad que se les asigna (Tamayo Sáez, 1997). Sin realizar un análisis exhaustivo, aquí se realizarán algunos comentarios breves al respecto, en base a la información a la que se ha podido acceder sobre el presupuesto del Estado nacional para el ejercicio 2020, según la decisión administrativa 1/2020 del Jefe de Gabinete de Ministros, sólo desagregada por Ministerios (o sea, sin el detalle de la distribución al interior de cada ministerio, según secretarías, subsecretarías y direcciones). En cuanto al orden de prioridad, resulta más difícil hacer afirmaciones que plantear interrogantes: mirando los montos de dinero asignados a los ministerios nacionales (sin considerar los organismos descentralizados que dependen de ellos), el MMGYD es el ministerio que recibe menos fondos de todos, seguido por el de Cultura (Decisión Administrativa del Jefe de Gabinete de Ministros 1/2020, Anexo I). Esto podría estar hablando de que es el tema menos prioritario de la agenda política. Sin embargo, es importante considerar varias cuestiones al respecto: por una parte, el actual presupuesto fue aprobado durante la gestión del gobierno anterior, en la que el MMGYD no existía como tal; por otra parte, se asiste a una fuerte restricción presupuestaria, dada por los altos niveles de endeudamiento externo y la desfavorable situación macroeconómica del país, a lo que se ha sumado una mayor restricción en el marco de la actual pandemia de COVID-19; además, se trata de un Ministerio nuevo, que, en la medida en que se consolide y legitime su existencia generando políticas que busquen dar respuesta a los problemas en relación con la violencia de género, la promoción de la igualdad entre géneros y la consideración de la diversidad de géneros, de acuerdo a las funciones y los objetivos asignados. Es decir, en la medida en que una agencia estatal da cuenta del cumplimiento de las funciones asignadas dentro del gabinete y ejecuta su presupuesto en consecuencia, se le va a volver a asignar una partida presupuestaria, que puede ser mayor o menor a la anterior, en base a cómo se ha ejecutado el presupuesto previamente asignados, así como también cómo lo han ejecutado las otras agencias públicas, y al orden de prioridades que se asigne a cada agencia, entendiendo que el presupuesto implica un juego de “suma cero”, en el que los fondos son limitados y deben repartirse entre diferentes dependencias. De manera que, teniendo en cuenta estos comentarios, para poder hacer una afirmación acerca del lugar en el orden de prioridad que se le da al problema estudiado en la agenda política, cabe tomar ciertos recaudos. Probablemente, se pueda hacer una mejor aproximación al respecto al ver cómo evoluciona el presupuesto en los próximos años. De todos modos, este tema requeriría un tratamiento más específico y pormenorizado, que excede los objetivos de este trabajo. Sirva, antes bien, a modo de comentario para ser mejor desarrollado en otras instancias. 
A su vez, las características que asumen las dependencias estatales pueden explicarse entre otras cosas por el hecho de que: “Toda política forma parte de un conjunto de concepciones y decisiones de mayor alcance que expresan los intereses, fines y percepciones que orientan la gestión gubernamental” (Vilas, 2011, p. 42). En este sentido, en muchas ocasiones, hay una primacía del objetivo de mayor alcance sobre las acciones y metas sectoriales o particulares, de manera que, en vez de buscar la excelencia en términos técnicos de la política sectorial o particular específica, se alcanza un sub-óptimo en términos técnicos, pero que permite alcanzar el éxito en la estrategia política general, en base a negociaciones y acuerdos para su aceptación por parte de los diferentes grupos que apoyan la gestión de gobierno. Esta puede plantearse como una clave de análisis para estudiar las formas específicas que adquieren los problemas al pasar de la agenda al formularse y convertirse en políticas públicas. En efecto, el hecho de que existan diferentes direcciones en distintos ministerios que refieran a los cuidados y/o a los trabajos no remunerados, y las propias funciones del MMGYD como un ministerio articulador da cuenta de que el problema se piensa como complejo y transversal y, por ende, no puede ser abordado sectorialmente sólo por un ministerio en particular. En este sentido, la conformación de la Mesa Interministerial de Cuidado, convocada por el MMGYD, puede considerarse también como un indicio del modo de entender el problema como transversal.
A su vez, en el caso de la DNCI, por ejemplo, que depende de la Secretaría de Economía Social dentro del MDS, Brandáriz comenta: 
…la Secretaría va a estar dividida por ramas: de producción textil, alimentos, infraestructura social, (…) y el cuidado es una de esas ramas. (…) Vamos a trabajar dos grandes líneas. Por un lado, la profesionalización, es decir la acreditación de saberes con títulos intermedios (…) Y el segundo eje es la línea de generación de empleo. (Brandáriz, 2020)[footnoteRef:7]  [7:  Goldman, T. (31 de enero de 2020) Carolina Brandáriz: “La agenda de cuidados es un capítulo pendiente para el conjunto de la región.” LATFEM. Recuperado de https://latfem.org/carolina-brandariz-la-agenda-de-cuidados-es-un-capitulo-pendiente-para-el-conjunto-de-la-region/] 

De manera que desde esta Dirección se realiza un cierto recorte sobre el problema de los cuidados, poniendo el foco en la noción del cuidado como trabajo y en el rol de las cuidadoras como trabajadoras de la economía popular. Esta observación busca destacar lo que implica pasar de una definición de un problema de agenda a una formulación de una política específica, que se desarrolla dentro de una dependencia orgánico-funcional particular (Secretaría de Economía Popular del MDS) y que, entonces, necesariamente implica realizar recortes sectoriales o particulares para definir sus alcances y acciones, aunque también trazando puentes con otras dependencias, considerando que se trata de un problema complejo y asumiendo una perspectiva integral.
6. Nombrar las desigualdades en torno del cuidado. Algunos comentarios sobre lo discursivo
Una cuestión no menor en general, pero menos aún en el caso aquí analizado, es el lugar de lo discursivo y de la argumentación. El enfoque argumentativo, que pone el énfasis en el lenguaje, es uno grupo dentro de los enfoques críticos del análisis de políticas públicas. Adoptando este enfoque, Majone (1997) afirma que la argumentación es un elemento esencial en todas las etapas del proceso de formulación de políticas, en tanto se trata de un proceso de continuo debate y mutua persuasión entre partidos políticos, electores/as, poderes del Estado (ejecutivo, legislativo y judicial), medios de comunicación, grupos de interés y “expertos/as independientes”. Este proceso se inicia con la expresión de preocupaciones generales y termina en decisiones concretas. En el caso aquí estudiado, a los fines analíticos, podría decirse que la decisión concreta tomada al respecto fue la creación del MMGYD y de la DNCI y la DNEIG, en los Ministerios de Desarrollo Social y Economía, respectivamente. Majone (1997) realiza una analogía entre la técnica discursiva de la dialéctica y el análisis de las políticas públicas, por cuanto comparten algunas características, como el hecho de que no necesariamente parten de principios indiscutibles o hechos evidentes, sino de premisas que admiten diferentes puntos de vista, así como el hecho de que tanto el análisis de políticas como la dialéctica contribuyen a la deliberación pública a través de la crítica, la defensa y la educación. Así, el autor afirma que el aspecto argumentativo es lo que distingue el análisis de políticas públicas respecto de las ciencias sociales académicas, así como de las metodologías para la resolución de problemas. (Majone, 1997, p. 4)
La cuestión argumentativa y retórica resulta ineludible en el caso estudiado, en la medida que los movimientos feministas, así como de las disidencias de género, han librado como uno de sus campos de batalla el del lenguaje y el uso de las palabras, por ejemplo: la consigna “eso que llaman amor es trabajo no pago”, aludiendo a los efectos sobre las mujeres  e identidades feminizadas de asignar un carácter eminentemente afectivo al trabajo doméstico y de cuidados no remunerado, que impactan en su sexualidad, sus aspiraciones, sus usos del tiempo, surgida en la década de los ´70 en el Norte global (Federici, 2019) y recuperada en estas latitudes actualmente; el cuestionamiento al “genérico masculino”, que invisibiliza el género femenino y, aún más, el cuestionamiento de lo binario, dejando por fuera otras identidades de género no binarias, y el planteo del lenguaje inclusivo. 
Asimismo, en relación con la cuestión de la distribución desigual de las tareas de cuidados por géneros, en particular, el hecho de que el presidente lo haya enunciado en su discurso de asunción, es ya de por sí de relevancia: “Pondremos especial énfasis en todas las cuestiones vinculadas al cuidado, fuente de muchas desigualdades, ya que la mayor parte del trabajo doméstico recae sobre las mujeres en Argentina.” (Alberto Fernández, discurso presidencial de asunción, 10/12/2019) El hecho de nombrar, de poner en palabras, y de utilizar ciertos términos específicos al nombrarlo, es también un énfasis que realiza la propia ministra Gómez Alcorta, tal como se puede ilustrar en una reciente entrevista: 
Hay que dar cuenta de las áreas y políticas que existen en el Estado que inciden en el cuidado, aunque a veces no estén bajo ese rótulo específico y dimensionar todo lo que falta en relación con la oferta pública de servicios. 
(…) Estamos convencidas de que si la cultura no acompaña los procesos de política pública no hay transformación posible. Por eso tenemos que hablar de los cuidados que ya se hacen, cómo se hacen, visibilizar su importancia en el desarrollo sostenible. Mostrar qué tipo de injusticia generan, en quienes recaen, interpelar el imaginario colectivo y promover su transformación. (Gómez Alcorta, 2020)[footnoteRef:8] [8:  Baron, C. (14 de febrero de 2020) En el centro de la escena. Página 12. Recuperado de https://www.pagina12.com.ar/247194-en-el-centro-de-la-escena] 

En una línea similar, Majone (1997) refiere a la importancia de transformar ciertas actitudes o valores y que sean considerados justos, como condición de posibilidad de las políticas, destacando el importante rol de la persuasión en este sentido.
Sin embargo, aun reconociendo la potencia y la importancia de lo discursivo en la política, que resulta insoslayable, pensando en las sociedades latinoamericanas, conviene no perder de vista lo que señala Vilas (2011): 
La política es lucha y confrontación de intereses; la visión de la política como un proceso de construcción discursiva de consenso entre iguales se opaca cuando de lo que se trata es de una relación entre desiguales, en lo que toca a acceso a recursos, prestigio social, articulaciones institucionales, vinculaciones externas. El conflicto político no se resuelve por la discusión y el diálogo sino por una confrontación de fuerza que siempre arroja un resultado de vencedores y vencidos. (p. 67) 
Si bien el autor está aludiendo a los intentos de golpes de Estado y a los golpes de Estado consumados en distintos países latinoamericanos a principios del siglo XXI, que buscaron derrocar gobiernos populares democráticos, este señalamiento puede ser un aporte al caso estudiado al subrayar la relación entre desiguales. Considerando que la organización social del cuidado ha tendido a reproducir las desigualdades de género y socioeconómicas (Faur, 2014), adoptar una perspectiva feminista de los cuidados implica adoptar una posición contrahegemónica, confrontar con un grupo dominante que históricamente ha asociado el cuidado, y particularmente el cuidado infantil, como una cuestión principalmente femenina y, por ende, menos importante, en el marco de las jerarquías sexo-genéricas predominantes. Es por ello que se puede hablar de una relación entre desiguales y es por ello que este conflicto no se resuelve sólo discursivamente.
7. Algunas reflexiones a modo de cierre
A lo largo de este trabajo, se ha intentado hacer un aporte para analizar el modo en que han llegado a configurarse tres nuevas dependencias en el Poder Ejecutivo Nacional, vinculadas con la problematización del cuidado desde una perspectiva de género: el Ministerio de Mujeres, Género y Diversidad, la Dirección Nacional de Cuidados Integrales (MDS) y la Dirección Nacional de Economía, Igualdad y Género (MECON). Se ha intentado realizar este análisis prestando atención sobre los modos en que se ha definido el cuidado, señalando algunos antecedentes de políticas; también se han analizado algunos sesgos negativos y positivos que han influido para que la cuestión tenga lugar en la agenda política, así como las formas que esa cuestión ha asumido al concretarse en políticas públicas con la creación de tales dependencias. Finalmente, se han realizado algunos señalamientos respecto de cómo interviene lo discursivo. 
A partir de tal desarrollo y retomando el título de este trabajo, para dar una posible respuesta al interrogante sobre el carácter novedoso que asume el cuidado en la agenda del gobierno nacional, cabe destacar, por un lado, la categoría del cuidado con entidad propia pero que, a su vez, también se vincula con diferentes sectores de políticas; y, por otro lado, que se suma a lo anterior, el cuidado no sólo asume una entidad propia, sino que, además, lo hace desde una perspectiva de género, lo que es aún más novedoso, en la medida en que, si bien pueden identificarse diversas políticas relacionadas con el cuidado, difícilmente esas políticas habían sido revisadas desde el propio Estado con una perspectiva de género, hasta ahora. 
Uno de los principales desafíos a partir de ahora radica, entonces, en que, en base al diálogo y a un proceso interactivo entre las instituciones estatales y diferentes actores sociales, además de los feminismos, se construyan políticas estatales que promuevan políticas de cuidado efectivamente más equitativas en términos de género.
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